
La Defensoría Móvil del Ministerio Público de la Defensa (MPD) 
llevó adelante una jornada de trabajo y atención de consultas en la 
Casa Convivencial Madre de Lourdes, perteneciente a la parroquia 
Nuestra Señora de la Misericordia del Arzobispado de Córdoba, en 
Unquillo. 

La institución acompaña a varones que atraviesan situaciones 
de consumo problemático y ofrece un espacio de contención y 
acompañamiento durante sus procesos de recuperación. 

La actividad contó con la participación de residentes de la casa, 
responsables del lugar y miembros de la Pastoral de Adicciones de 
Río Ceballos. 

En este marco, integrantes de la Defensa Penal brindaron informa-
ción clara y accesible sobre el proceso penal, los derechos de las per-
sonas y las vías de acceso a una representación legal gratuita. 

Asimismo, se generó un espacio de escucha e intercambio en torno 
a las experiencias y necesidades de quienes transitan procesos de re-
cuperación. 

El encuentro también permitió profundizar la articulación entre las 
instituciones y organizaciones que trabajan en el territorio. 

La jornada fue organizada por el Equipo Técnico de Coordinación 
Interinstitucional, que impulsa acciones de articulación con distintos 
dispositivos y actores comunitarios para favorecer el acceso a dere-
chos y fortalecer las redes de acompañamiento. 

A través de la Defensoría Móvil, el MPD continúa acercando el ser-
vicio de justicia a distintos espacios de la comunidad y promoviendo 
el trabajo en red con los dispositivos territoriales que acompañan a 
personas en contextos de vulnerabilidad. 
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E
l Juzgado de Familia de 2ª No-
minación hizo lugar al pedido 
de restitución internacional 

de un niño de tres años para que 
regrese con su padre a la ciudad 
capital de Colombia, Bogotá. 

El tribunal consideró que allí te-
nía fijada su residencia habitual -
es decir, su centro de vida- antes 
de ser trasladado a Argentina de 
manera unilateral por su madre, 
pero condicionó la ejecución del 
retorno al cumplimiento previo de 
un estricto paquete de medidas de 
"regreso seguro". 

Como la madre es el principal 

referente afectivo del pequeño y 
expresó su voluntad de acompa-
ñarlo de regreso, el juez Gabriel 
Tavip estableció que viajará junto 
a ella y permanecerá en Colombia, 
bajo su cuidado provisorio, hasta 
que la Justicia de aquel país resuel-
va las cuestiones de fondo relativas 
a la responsabilidad parental.  

El magistrado concluyó que el 
traslado del pequeño a Córdoba -
ocurrido en febrero pasado- fue ilí-
cito en los términos del Convenio 
de La Haya de 1980 y la Conven-
ción Interamericana sobre Restitu-
ción Internacional de Menores, 

puesto que se concretó sin la auto-
rización paterna ni la debida venia 
judicial.  

También desestimó las excep-
ciones de “falta de ejercicio de la 
custodia” y “grave riesgo” plantea-
das por la madre, tras comprobar-
se que el niño contaba con un en-
torno educativo, asistencial y so-
cial consolidado en Bogotá. En la 
causa tampoco se acreditó un peli-
gro calificado que impidiera el re-
torno del infante. 

No obstante, supeditó la ejecu-
ción efectiva del retorno al cumpli-
miento previo de un estricto pa-
quete de medidas de protección y 
regreso seguro que deberá afrontar 
el progenitor.  

En este sentido, Tavip condicio-
nó la entrega del pasaporte y la 
posterior salida del país al previo 
cumplimiento de las obligaciones 
a cargo del padre. Entre ellas, de-
berá afrontar la totalidad del costo 
de los pasajes aéreos para madre e 
hijo desde Córdoba hacia Bogotá y 
proveerles un inmueble en la capi-
tal colombiana por el término de 
un año, de características equiva-
lentes a la residencia que ocupa-
ban con anterioridad.  

Por último, el juzgador solicitó la 
intervención de la Autoridad Cen-
tral de la República Argentina para 
que, en coordinación con su par 
colombiana, supervise el cumpli-
miento de las medidas. 

También pidió que se le garanti-
ce a la progenitora el acceso a pa-
trocinio jurídico gratuito en Co-
lombia, así como asistencia insti-
tucional y resguardo ante eventua-
les situaciones de vulnerabilidad o 
violencia. 

La Defensoría Móvil orientó jurídicamente a 
hombres en situación de consumo problemático

Se concluyó que el traslado del menor de edad a  
Argentina fue ilícito. La madre viajará con él y lo cuidará 
hasta que se resuelva la responsabilidad parental

Ordenan restituir a un niño a  
Colombia, donde reside su padre

E
n la Argentina actual, la situa-
ción de las personas con disca-
pacidad dista de ser una bande-

ra prioritaria en la agenda pública; por 
el contrario, se ha transformado en un 
terreno marcado por la incertidumbre, 
el desgaste y la vulneración sistemáti-
ca de derechos.  

Tras la fachada de normativas 
avanzadas y discursos institucionales 
políticamente correctos, miles de fa-
milias y profesionales se enfrentan a 
diario a un sistema que desgasta en 
lugar de contener. 

El problema central no radica en la 
ausencia de marcos legales sino en su 
crónico incumplimiento y desfinancia-
miento.  

Los aranceles prestacionales, conge-
lados o actualizados a un ritmo nota-
blemente inferior a la inflación, están 
asfixiando a los centros de día, trans-
portistas y profesionales de la salud y la 
educación.  

Esta precarización provoca la inte-
rrupción de terapias esenciales para ni-
ños y adultos. 

Paralelamente, la burocracia inter-
minable para renovar el Certificado 
Único de Discapacidad (CUD) o acceder 
a las pensiones no contributivas opera 
como una barrera expulsiva.  

Si a esto le sumamos el deficiente 
transporte público, la falta de accesibili-
dad física y comunicacional en las ciu-
dades y una inclusión laboral que raras 
veces supera las cuotas simbólicas, el 
panorama resulta alarmante. 

Frente a esta crisis estructural, resul-

ta indispensable trazar un camino de 
respuestas concretas y sostenibles: 

- Sostenibilidad presupuestaria y 
actualización arancelaria: es urgente 
garantizar un financiamiento transpa-
rente e ininterrumpido para el sistema 
de prestaciones básicas, ajustando los 
aranceles de manera automática para 
evitar el colapso de las instituciones y la 
fuga de profesionales. 

- Digitalización y simplificación ad-
ministrativa: se deben descentralizar y 
simplificar los trámites del CUD y la 
asignación de apoyos, eliminando la 
exigencia de reevaluar condiciones de 
salud irreversibles. 

- Inclusión laboral con incentivos 
reales: resulta clave promover progra-
mas de empleo protegido y fiscalizar el 
cumplimiento del cupo laboral en el 
sector público, otorgando además bene-
ficios impositivos efectivos a las empre-
sas privadas que contraten personas 
con discapacidad. 

- Diseño urbano y educativo univer-
sal: garantizar escuelas verdaderamen-
te preparadas para la integración -con 
docentes de apoyo y recursos didácticos 
adecuados- y un plan federal de accesi-
bilidad urbana en transporte y espacios 
públicos. 

Garantizar la plena integración de las 
personas con discapacidad no es una 
concesión asistencialista ni una meta 
fiscal secundaria; es un mandato consti-
tucional y ético fundamental.  

Un país que invisibiliza o relega a sus 
ciudadanos más vulnerables posterga 
su propio desarrollo humano.  

Es hora de pasar de las promesas de 
equidad a políticas de Estado que de-
vuelvan la dignidad y la autonomía a 
cada persona. 

Voces invisibles: el compromiso 
postergado con la  
discapacidad en Argentina
u Carlos Emanuel Cafure 
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